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Cargo Uno: Concierto para importar una sustancia controlada (Un kilogramo o más de 
heroína y cinco kilogramos o más de cocaína) a los Estados Unidos desde un lugar fuera 
de los Estados Unidos; 

Cargo Dos: Intento para importar una sustancia controlada (500 gramos o más de 
cocaína) a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos, o ayuda y faci-
litación de dicho delito; 

Cargo Siete: Intento para importar una sustancia controlada (Un kilogramo o más 
de heroína) a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos, o ayuda y 
facilitación de dicho delito; y

Cargo Ocho: Intento para importar una sustancia controlada (Un kilogramo o más 
de heroína) a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos, o ayuda y 
facilitación de dicho delito. 

Los anteriores cargos se encuentran mencionados en la Acusación número 6:14-cr-50-
Orl-36TBS, dictada el 12 de marzo de 2014, en la Corte Distrital de los Estados Unidos 
para el Distrito Medio de Florida. 

8. Que de la información allegada al expediente se puede establecer que el ciudadano 
requerido tiene antecedentes penales en Colombia. En efecto, el Juzgado Cuarto del Circuito 
Especializado de Bogotá condenó al señor González Londoño mediante providencia del 
8 de agosto de 2007, a la pena de diez (10) años, diez (10) meses y diecisiete (17) días de 
prisión, por los delitos de cohecho por dar u ofrecer –tráfico de estupefacientes–. 

La existencia de la sentencia condenatoria en contra del ciudadano Jack Leitner González 
Londoño, por hechos ocurridos con anterioridad al requerimiento en extradición, hace que 
en este caso se presente la hipótesis prevista en el artículo 504 de la Ley 906 de 2004 que 
le otorga al Gobierno nacional la facultad discrecional de aplazar o no la entrega. 

El Gobierno nacional, en atención a la discrecionalidad que establece la normati-
vidad mencionada para decidir sobre el momento de la entrega de la persona reque-
rida, no considera procedente diferir o aplazar la entrega del ciudadano colombiano 
Jack Leitner González Londoño, y por el contrario ordenará que se lleve a cabo la 
misma, previo el cumplimiento de unos condicionamientos que serán establecidos 
en el presente acto administrativo. 

9. Que el Gobierno nacional, en atención a lo dispuesto en el inciso 1° del artículo 494 
de la Ley 906 de 2004, debe exigir al Gobierno de los Estados Unidos de América que 
el ciudadano requerido no sea juzgado por un hecho anterior y distinto del que motiva la 
solicitud de extradición. 

10. Que el Gobierno nacional ordenará la entrega del ciudadano Jack Leitner Gon-
zález Londoño bajo el compromiso del Estado requirente de cumplir las condiciones 
establecidas en el inciso 2° del artículo 494 de la Ley 906 de 2004; esto es, que el 
ciudadano requerido no será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes, ni a las penas de destierro, prisión perpetua y 
confiscación, sin que sea necesario hacer mención a la prohibición de imponer la pena 
de muerte, teniendo en cuenta que esta no es la prevista para los delitos que motivan 
la presente solicitud de extradición. 

11. Que al ciudadano requerido le asiste el derecho de que se le reconozca en el Estado 
requirente el tiempo que permaneció detenido por cuenta del trámite de extradición, y para 
acreditar esa situación, podrá solicitar la respectiva constancia a la Fiscalía General de la 
Nación, por ser la entidad competente para esos efectos. 

No obstante lo anterior, se advierte que, tal y como ha sido costumbre, la Dirección de 
Gestión Internacional de la Fiscalía General de la Nación remite la certificación sobre el 
tiempo de detención de los ciudadanos requeridos por cuenta del trámite de extradición, a 
la Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares y Servicio al Ciudadano del Ministerio 
de Relaciones Exteriores, con el fin de que el Cónsul respectivo tenga conocimiento de 
esa situación. 

Finalmente, el Gobierno nacional, por conducto del Ministerio de Justicia y del Derecho, 
remitirá copia de la presente decisión a la Dirección de Asuntos Migratorios, Consulares y 
Servicio al Ciudadano del Ministerio de Relaciones Exteriores para los fines indicados en 
la Directiva Presidencial número 07 de 2005 y lo señalado por la honorable Corte Suprema 
de Justicia en su concepto. 

Por lo expuesto, 
RESUELVE:

Artículo 1°. Conceder la extradición del ciudadano colombiano Jack Leitner González 
Londoño, identificado con la cédula de ciudadanía número 94425870, para que comparezca 
a juicio ante las Autoridades de los Estados Unidos de América, por los siguientes cargos: 

Cargo Uno: Concierto para importar una sustancia controlada (Un kilogramo o más de 
heroína y cinco kilogramos o más de cocaína) a los Estados Unidos desde un lugar fuera 
de los Estados Unidos; 

Cargo Dos: Intento para importar una sustancia controlada (500 gramos o más de 
cocaína) a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos, o ayuda y faci-
litación de dicho delito; 

Cargo Siete: Intento para importar una sustancia controlada (Un kilogramo o más 
de heroína) a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos, o ayuda y 
facilitación de dicho delito; y 

Cargo Ocho: Intento para importar una sustancia controlada (Un kilogramo o más 
de heroína) a los Estados Unidos desde un lugar fuera de los Estados Unidos, o ayuda y 
facilitación de dicho delito. 

Los anteriores cargos se encuentran mencionados en la Acusación número 6:14-cr-50-
Orl-36TBS, dictada el 12 de marzo de 2014, en la Corte Distrital de los Estados Unidos 
para el Distrito Medio de Florida. 

Artículo 2°. No diferir la entrega de este ciudadano de conformidad con lo expuesto en 
la parte motiva de la presente resolución. 

Artículo 3°. Ordenar la entrega del ciudadano Jack Leitner González Londoño al Es-
tado requirente, bajo el compromiso de que este cumpla las condiciones establecidas en el 
inciso 2° del artículo 494 de la Ley 906 de 2004, esto es, que el ciudadano requerido no 
será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, ni a las penas de destierro, prisión perpetua y confiscación. 

Artículo 4°. Advertir al Estado requirente que el ciudadano extraditado no podrá ser 
juzgado ni condenado por un hecho anterior y distinto del que motiva la presente extradición, 
de conformidad con lo dispuesto en el inciso 1° del artículo 494 de la Ley 906 de 2004. 

Artículo 5°. Notificar la presente decisión al interesado o a su apoderada, haciéndole 
saber que contra la misma procede el recurso de reposición, el cual podrá interponer por 
escrito en la diligencia o dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, de con-
formidad con lo dispuesto en el artículo 76 del Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo. 

Artículo 6°. Una vez ejecutoriada la presente resolución, enviar copia de la misma a la 
Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales y a la Dirección de Asuntos Migratorios, 
Consulares y Servicio al Ciudadano del Ministerio de Relaciones Exteriores, al Centro de 
Servicios de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá y al Fiscal General de 
la Nación, para lo de sus respectivas competencias. 

Artículo 7°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su ejecutoria. 
Publíquese en el Diario Oficial, notifíquese al ciudadano requerido o a su apoderada, 

comuníquese al Ministerio de Relaciones Exteriores, al Centro de Servicios de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá y a la Fiscalía General de la Nación y cúmplase. 

Dada en Bogotá D. C., a 17 de diciembre de 2014.
 JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Yesid Reyes Alvarado.

Ministerio de salud y ProteCCión soCial

Decretos

DECRETO NÚMERO 2651 DE 2014
(diciembre 17)

por el cual se reglamenta parcialmente el artículo 50 de la Ley 1438 de 2011 modificado 
por el artículo 7° de la Ley 1608 de 2013.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial, las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el artículo 50 de la Ley 1438 de 2011 modificado por el artículo 7° de la Ley 
1608 de 2013, y 

CONSIDERANDO:
Que la Ley 1438 de 2011 reformó el Sistema General de Seguridad Social en Salud y 

al tenor de su artículo 50 creó el Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector Salud 
(Fonsaet), fondo cuenta sin personería jurídica administrado por el Ministerio de Salud y 
Protección Social, creado para asegurar el pago de las obligaciones por parte de las Empresas 
Sociales del Estado allí establecidas, determinó su naturaleza jurídica, objeto y recursos 
para su financiación. 

Que la precitada disposición fue modificada por el artículo 7° de la Ley 1608 de 2013, 
en cuanto al objeto del Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector Salud (Fonsaet) y 
estableció que corresponde al Gobierno nacional señalar los términos y condiciones para 
su administración. 

Que de acuerdo con el artículo 7° de la Ley 1608 de 2013, el Fonsaet se financia con los 
recursos que se transfieren para oferta con recursos del Sistema General de Participaciones 
para Salud, hasta un 10%, y los excedentes de los recursos destinados para salud de la Ley 
1393 de 2010, que sean recaudados directamente por la nación. 

Que el parágrafo del artículo 156 de la Ley 1450 de 2011 preceptúa que “La definición 
de un Programa Territorial de Reorganización, Rediseño y Modernización de Redes de 
ESE podrá considerarse como parte del programa de saneamiento fiscal y financiero, con 
el cumplimiento de todos los términos y requisitos establecidos en la Ley 617 de 2000 y 
sus decretos reglamentarios y de conformidad con el numeral 76.14.3 del artículo 76 de la 
Ley 715 de 2001 en el caso de municipios y distritos”. 

Que la función pública debe estar orientada a la aplicación de los principios de eficiencia 
y eficacia económica, de manera que las actividades que realizan las entidades y las Auto-
ridades aseguren el manejo adecuado de los recursos económicos para dar cumplimiento 
a los fines del Estado. 

Que se hace necesario establecer los términos y condiciones para la administración del 
Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector Salud (Fonsaet). 

En mérito de lo expuesto, 
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El objeto del presente decreto es establecer los términos y condi-
ciones para la administración del Fondo de Salvamento y Garantías para el Sector Salud 
(Fonsaet), así como las disposiciones relacionadas con la ordenación, asignación y giro de 
los recursos que lo conforman. 
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Artículo 2°. Campo de aplicación. El presente decreto está dirigido al Ministerio de 
Salud y Protección Social en su calidad de administrador del Fondo de Salvamento y 
Garantías para el Sector Salud (Fonsaet), a las entidades departamentales y distritales 
de salud y a las Empresas Sociales del Estado (ESE) beneficiarias de los recursos de 
dicho Fondo. 

Artículo 3°. Administración de los recursos del Fonsaet. De conformidad con lo esta-
blecido en el artículo 36 del Decreto-ley 4107 de 2011, la administración del Fonsaet estará 
a cargo de la Dirección de Administración de Fondos de la Protección Social del Ministerio 
de Salud y Protección Social y podrá llevarse a cabo a través de cualquier mecanismo 
financiero de administración de recursos. 

Artículo 4°. Funciones de administración del Fonsaet. La administración del Fonsaet 
comporta el ejercicio de las siguientes funciones: 

a) Efectuar las operaciones y actividades administrativas, financieras, contables y pre-
supuestales que correspondan, de acuerdo con las normas legales;

b) Propender por el ingreso efectivo de los recursos al Fondo, provenientes de las dife-
rentes fuentes de financiación previstas en la ley; 

c) Establecer los mecanismos de registro, control presupuestal y contable, los métodos 
de proyección de ingresos y gastos; 

d) Velar por la conservación y mantenimiento de los recursos del Fondo; 
e) Realizar el control financiero y seguimiento presupuestal a los recursos del Fondo; 
f) Suministrar la información relacionada con la administración y ejecución de los 

recursos del Fondo, requerida por los organismos de control y demás Autoridades; 
g) Efectuar oportunamente el pago de las obligaciones del Fondo;
h) Realizar la auditoría al manejo de los recursos, cuando corresponda; 
i) Las demás inherentes a la administración de los recursos del Fondo. 
Artículo 5°. Ordenación del gasto. La ordenación del gasto de los recursos del Fondo 

de Salvamento y Garantías para el Sector Salud (Fonsaet) estará a cargo de la Dirección 
de Administración de Fondos de la Protección Social del Ministerio de Salud y Protección 
Social, previa delegación, conforme a lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 37 del 
Decreto-ley 4107 de 2011. 

Artículo 6°. Asignación de recursos. Los recursos del Fonsaet, serán asignados para los 
fines previstos por el artículo 50 de la Ley 1438 de 2011, modificado por el artículo 7° de 
la Ley 1608 de 2013, por el Ministerio de Salud y Protección Social, así: 

6.1. A las entidades departamentales y distritales de salud para su posterior distribución 
entre: 

– Las Empresas Sociales del Estado categorizadas en riesgo medio o alto que hayan 
adoptado programas de saneamiento fiscal y financiero, y 

– Las Empresas Sociales del Estado categorizadas en riesgo medio o alto en liquidación 
o que se vayan a liquidar o fusionar, en coherencia con el Programa Territorial de Reor-
ganización, Rediseño y Modernización de Redes de Empresas Sociales del Estado (ESE), 
definido por la Dirección Departamental o Distrital de Salud y viabilizado por el Ministerio 
de Salud y Protección Social. 

6.2. A las Empresas Sociales del Estado intervenidas para administrar o liquidar por 
parte de la Superintendencia Nacional de Salud previa solicitud de esta última al Misterio 
de Salud y Protección Social. 

Artículo 7°. Reglas para la asignación de recursos del Fonsaet. El Ministerio de Salud 
y Protección Social determinará los porcentajes del gasto operacional y pasivos a financiar 
de las Empresas Sociales del Estado, con cargo a los recursos del Fondo de Salvamento y 
Garantías para el Sector Salud (Fonsaet), las reglas para su asignación y posterior distribución 
por parte de los departamentos o distritos, así como las condiciones que deberán cumplir 
las obligaciones a cancelar con dichos recursos. 

Igualmente determinará el contenido y periodicidad de los reportes de información que 
deberán presentar los departamentos o distritos y las Empresas Sociales del Estado, sobre la 
ejecución de los recursos del Fondo, que en todo caso, deberá incluir la certificación de los 
representantes legales sobre la contabilización del saneamiento de pasivos con estos recursos. 

Artículo 8°. Giro de los recursos. El giro de los recursos se realizará de la siguiente manera: 
8.1. En el caso de las entidades territoriales definidas en el numeral 6.1., del artículo 6° 

del presente decreto, el giro se realizará a las cuentas “Otros Gastos en Salud - Inversión” 
del departamento o distrito. 

Una vez recibidos los recursos el departamento o distrito los girará a los encargos 
fiduciarios de administración y pagos que previamente hayan constituido: (i) las Empre-
sas Sociales del Estado categorizadas en riesgo alto o medio que cuenten con programas 
de saneamiento fiscal y financiero viabilizados por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público; y (ii) las que estén categorizadas en riesgo medio o alto en liquidación o que se 
vayan a liquidar o fusionar, en coherencia con el Programa Territorial de Reorganización, 
Rediseño y Modernización de Redes de Empresas Sociales del Estado (ESE), definido por 
la Dirección Departamental o Distrital de Salud y viabilizado por el Ministerio de Salud 
y Protección Social, previo el cumplimiento de los requisitos y condiciones para el giro, 
definidos por el Ministerio de Salud y Protección Social. 

Los encargos fiduciarios pagarán únicamente a los beneficiarios finales, previa remisión 
por parte del Ministerio de Salud y Protección Social de la certificación de la Empresa Social 
del Estado y de la entidad departamental o distrital de salud, con los conceptos y valores 
que serán pagados a cada uno de ellos. 

8.2. En el caso de las entidades definidas en el numeral 6.2., del artículo 6° del presente 
decreto, el giro se realizará a los encargos fiduciarios de administración y pagos que consti-

tuyan las Empresas Sociales del Estado, los cuales pagarán únicamente a los beneficiarios 
finales previo el cumplimiento de los requisitos específicos que para el efecto defina y 
verifique la Superintendencia Nacional de Salud. 

Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección Social establecerá los requisitos y 
condiciones tanto para el giro de los recursos del Fonsaet como para la devolución de los 
recursos asignados, en caso de que estos no sean girados por parte de los departamentos o 
distritos o a través de los encargos fiduciarios a los beneficiarios finales. 

Artículo 9°. Seguimiento y Control. La Superintendencia Nacional de Salud (SNS), en 
el marco de sus competencias, ejercerá las funciones de inspección, vigilancia y control 
sobre el manejo de los recursos del Fonsaet, y hará seguimiento a la ejecución y a los trá-
mites presupuestales y contables de los recursos que se asignen a las Empresas Sociales del 
Estado, de que trata el numeral 6.2., del artículo 6° del presente decreto. 

Por su parte los departamentos y distritos realizarán el seguimiento a la ejecución y a 
los trámites presupuestales y contables de los recursos que se distribuyan a las Empresas 
Sociales del Estado de que trata el numeral 6.1., del artículo 6° del presente decreto. 

Lo anterior, sin perjuicio de las funciones que al amparo de sus competencias, deban 
ejercer los demás organismos de control. 

Artículo 10. Transitorio. Los trámites y giros adelantados bajo los presupuestos esta-
blecidos en el Decreto número 4690 de 2011 y demás actos que en el marco del mismo se 
hayan expedido, culminarán su ejecución, conforme las reglas allí dispuestas. 

Artículo 11. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de 
su publicación y deroga el Decreto número 4690 de 2011, salvo lo dispuesto en el artículo 
anterior sobre procesos en curso. 

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá D. C., a 17 de diciembre de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,  

Mauricio Cárdenas Santamaría.
El Ministro de Salud y Protección Social, 

 Alejandro Gaviria Uribe. 

Ministerio del trabaJo

Decretos 

DECRETO NÚMERO 2655 DE 2014

(diciembre 17)
por el cual se amplía la vigencia del régimen de pensiones especiales para las 

actividades de alto riesgo previstas en el Decreto número 2090 de 2003.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucio-

nales, en especial de las que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política y el artículo 8° del Decreto número 2090 de 2003, y 

CONSIDERANDO:
Que el artículo 8° del Decreto número 2090 de 2003, estableció que el régimen de 

pensiones especiales para las actividades de alto riesgo hasta el 31 de diciembre de 2014; 
no obstante, facultó al Gobierno nacional para poder ampliarlo parcial o totalmente hasta 
por 10 años más, previo concepto del Consejo Nacional de Riesgos Profesionales. 

Que en diversas sesiones del Consejo Nacional de Riesgos Laborales, los representantes 
de los trabajadores, de los empresarios, de las Sociedades Científicas, de las Administradoras 
de Riesgos Laborales, manifestaron su posición sobre la ampliación del plazo establecido 
en el artículo 8° del Decreto número 2090 de 2003. 

Que mediante Acta número 77 del 29 de mayo de 2014, el Consejo Nacional de Riesgos 
Laborales analizó la posibilidad de ampliar el término establecido en el artículo 8° del Decreto 
número 2090 de 2003, indicando que “teniendo en cuenta que el decreto sobre pensiones 
especiales para la vejez por las actividades de alto riesgo para la salud, solo cubrirá a los 
trabajadores vinculados a las mismas hasta el 31 de diciembre de 2014, se considera que 
es necesario ampliar este plazo, dado que todavía hay actividades que por su alto riesgo 
impactan la expectativa de vida saludable, razón por la cual se debe considerar una edad 
inferior para que se pensionen”. 

Que mediante Acta número 78 del 11 de julio de 2014, los miembros presentes en la 
sesión de dicho Consejo aprobaron el concepto favorable para la ampliación del plazo por 
diez (10) años más. 

Que el Ministerio de Salud y Protección Social realizó el estudio denominado “EN-
FERMEDADES REPRESENTATIVAS ASOCIADAS A LAS ACTIVIDADES DE  ALTO 
RIESGO PARA LA SALUD DEL TRABAJADOR EN COLOMBIA, DEFINIDAS EN 
EL DECRETO 2090 de 2003”, en el cual concluyó que todas las actividades evaluadas, 
“pueden contribuir a la disminución de la expectativa de vida saludable”. 

Que analizados los estudios realizados y teniendo en cuenta que las actividades catalo-
gadas como de alto riesgo para la salud del trabajador descritas en el artículo 2° del Decreto 
número 2090 de 2003, continúan siendo un riesgo para la disminución de la expectativa 
de vida saludable, el Gobierno nacional acoge la recomendación emitida por el Consejo 
Nacional de Riesgos Laborales y en consecuencia, 


